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1. � Planificación hidrológica intra-
comunitaria

Recientemente ha visto la luz el Decreto de 
15 de enero de 2015, por el que se aprueba 
el reglamento de la planificación en materia 
de aguas de Galicia. Tiene por objeto la regu-
lación de los procedimientos para la elabora-
ción, aprobación y revisión del Plan hidrológico 
de la demarcación hidrográfica de Galicia-Cos-
ta y del resto de instrumentos de planificación 
hidrológica en materia de aguas en Galicia. Se 
trata de una disposición reglamentaria que de-
sarrolla en este sentido la Ley 9/2010, de 4 de 
noviembre, de aguas de Galicia. Los instru-
mentos que determinan la gestión de la de-
marcación hidrográfica de Galicia-Costa, son 
los siguientes: a) El Plan hidrológico de la de-
marcación hidrográfica de Galicia-Costa, junto 
con sus programas de medidas, de control y 

 � correo electrónico: obouazza@der.ucm.es.

seguimiento, y programas específicos; b) El 
Plan de sequía; c) Los planes de gestión del 
riesgo de inundaciones. Además, se contem-
plan planes sub-sectoriales -llamados impro-
piamente “sectoriales” por el Decreto, pues los 
anteriores mencionados no son planes de ca-
rácter general- que concretan las infraestructu-
ras necesarias para una adecuada gestión del 
abastecimiento y saneamiento en Galicia. Ello 
en coordinación con las directrices de los pla-
nes hidrológicos de las diferentes demarcacio-
nes hidrográficas con competencias en el terri-
torio de la Comunidad Autónoma de Galicia, 
con el fin adicional de servir de directriz a las 
competencias locales en la materia. Estos pla-
nes son: a) El Plan general gallego de abaste-
cimiento; b) El Plan general gallego de sanea-
miento; y c) Los planes de zona de 
abastecimiento y saneamiento. Debe apuntar-
se que, como viene siendo habitual en nuestro 

Documentación

RESUMEN: En esta Crónica se da cuenta de la reciente normativa autonómica, centra-
da en los últimos meses en temas de planificación hidrológica, vivienda, territorio, 
caza y venta ambulante. Se siguen aprobando normas sectoriales en las que se obser-
va la clara incidencia de la Directiva de la Unión Europea sobre libre prestación de 
servicios, como sería el caso de la Ley de Murcia de venta ambulante y la Ley de las 
Islas Canarias de armonización y simplificación en materia de protección del territorio 
y de los recursos naturales. 

Crónica jurídica

Omar Bouazza Ariño
Profesor Titular de Derecho Administrativo. 

Universidad Complutense de Madrid.



Documentación	

CIUDAD Y TERRITORIO ESTUDIOS TERRITORIALES	 414

país, estos planes prevalecerán sobre la orde-
nación general del territorio. Así lo dispone el 
artículo 41.

2. � Planificación en materia de 
vivienda

La crisis económica de los últimos años ha 
golpeado con especial dureza en el sector de 
la vivienda. El extremo endeudamiento de una 
parte significativa de la población española ha 
dado lugar a innumerables situaciones de des-
ahucios como consecuencia de la imposibili-
dad de las familias de hacer frente a los pa-
gos. Me da la impresión de que en este 
contexto debe entenderse la aprobación del 
Decreto 75/2014, de 27 de mayo, del Plan 
para el derecho a la vivienda de Cataluña. 
Contempla toda una serie de ayudas, subven-
ciones o prestaciones, que desarrollan los si-
guientes programas: el programa social de vi-
vienda, el programa de fomento de la 
rehabilitación, el programa de viviendas con 
protección oficial y otras medidas conexas y 
complementarias. El programa social de vi-
vienda implica actuaciones referidas a ayudas 
para el pago de la vivienda, mediación en el 
alquiler social, viviendas de inserción y actua-
ciones sociales en áreas de riesgo de exclu-
sión residencial o con degradación urbana. El 
programa de fomento de la rehabilitación se 
refiere a medidas de fomento a la rehabilita-
ción de viviendas y edificios de viviendas y 
medidas de fomento a la rehabilitación en las 
áreas de rehabilitación. El programa de vivien-
das con protección oficial incluye actuaciones 
sobre la promoción, y calificación de viviendas 
con protección oficial, destinadas al alquiler, a 
la venta, a otras formas de tenencia interme-
dia, o al uso propio,  el alquiler, la adquisición 
u otras formas intermedias de acceso a las 
viviendas con protección oficial y la promoción 
de alojamientos colectivos protegidos para 
personas especialmente vulnerables y para 
otros grupos específicos de población. Asimis-
mo se contemplan otras medidas conexas y 
complementarias como el apoyo a oficinas de 
locales de vivienda y bolsas de mediación para 
el alquiler social, así como un régimen de co-
berturas de cobro de rentas arrendaticias de 
alquiler de viviendas, el servicio de asesora-

1 �Sobre este tema, me remito a los tempranos trabajos de 
Antonio Embid Irujo (1990): “La planificación hidrológica”, 
RAP 123: 115-152; y La planificación hidrológica: régimen 
jurídico, Tecnos, Madrid, 1991. Véase también del mismo 
autor, más recientemente, la voz “Planificación hidrológi-
ca”, en el Diccionario de Derecho de Aguas, Iustel, Madrid

miento sobre la deuda hipotecaria y la mesa 
de valoración de situaciones de emergencias 
económicas y sociales.

3. � La ley canaria sobre 
armonización y simplificación en 
materia de protección del 
territorio y los recursos 
naturales: una última muestra 
del fenómeno de la “regresión 
ambiental”

En el contexto del proceso liberalizador que ha 
surgido con la Directiva de la Unión Europea 
sobre libre de prestación de servicios, y en el 
de la normativa básica ambiental del Estado 
de los últimos años que ha tendido a la simpli-
ficación de procedimientos, la Ley de las Islas 
Canarias 14/2014, de 26 de diciembre, de 
armonización y simplificación en materia 
de protección del territorio y de los recur-
sos naturales supone la última vuelta de tuer-
ca en el ordenamiento territorial, medioam-
biental y turístico de las Islas Canarias. En 
esta ocasión, según se indica en la exposición 
de motivos de esta Ley, se trata de eliminar 
rigideces innecesarias y de dar certeza sobre 
las competencias de las diferentes administra-
ciones implicadas, a saber: la autonómica, la 
insular y la municipal2, así como agilizar “al 
máximo” los procedimientos de formulación y 
aprobación de los instrumentos de planea-
miento territorial, ambiental y urbanístico. Todo 
ello con la finalidad de dar confianza y seguri-
dad a los inversores en el sector inmobiliario.

Si se acude a la Disposición Derogatoria, lla-
ma la atención la supresión de la Ley canaria 
11/1990, de 13 de julio, de prevención del 
impacto ecológico, así como del artículo 245 
del Texto Refundido de las Leyes canarias 
de Ordenación del Territorio de Canarias y 
de Espacios Naturales de Canarias, aproba-
do por Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de 
mayo. Ello supone la eliminación de las áreas 
de sensibilidad ecológica, que se contempla-
ban para Parques Naturales, Reservas Natura-
les, Monumentos Naturales, Sitios de Interés 
Científico, Paisajes Protegidos, así como las 
Zonas Periféricas de Protección de los Espa-

  �2007: 767-790. Asimismo, me remito al artículo de Antonio 
Fanlo Loras (2006): “Planificación hidrológica en España: es-
tado actual de un modelo a fortalecer”, RAP 169: 265-299

2 �Se ignoran las indudables competencias estatales de inci-
dencia territorial como, por ejemplo, aeropuertos de interés 
general (¡!).
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cios Naturales Protegidos y las áreas que se 
pudieran declarar como tales en los planes de 
ordenación de los recursos naturales. La con-
secuencia de tal declaración implicaba el so-
metimiento a evaluación detallada de impacto 
ecológico, técnica de evaluación cualificada en 
la que, entre otros factores, se tenía en consi-
deración el principio de precaución. Debe la-
mentarse, por consiguiente, la supresión tanto 
de la Ley de impacto ecológico como el artícu-
lo 25 del Texto Refundido, hecho que debe 
enmarcarse en un fenómeno más global de 
regresión ambiental, que desafortunadamente, 
se está dando tanto a nivel estatal como auto-
nómico desde que comenzó la crisis económi-
ca a finales de 2007, y del que estoy dando 
cuenta en esta Crónica al dar noticia de las 
sucesivas leyes que se van aprobando.

4. � Caza

La Comunidad de Castilla-La Mancha ha apro-
bado recientemente la polémica Ley 3/2015, 
de 5 de marzo, de Caza. En base a su expo-
sición de motivos, trata de reconciliar los inte-
reses encontrados en el medio natural, entre la 
actividad de caza y otras actividades como la 
agricultura. En tal sentido, trata de fomentar la 
caza como medio de diversificación y desesta-
cionalización de la economía, teniendo en con-
sideración los intereses medioambientales y 
relativos a la biodiversidad que se relacionan 
en el ejercicio de esta actividad. Se trata de 
una norma que ha generado una polémica 
destacada al no haberse dado participación a 
personas directamente interesadas, como los 
agentes medioambientales. También es polé-
mica por las modalidades de caza permitidas, 
como el lanceo de animales (art. 20), previsión

3 �En torno a esta cuestión de la incidencia de la Directiva Servicios en 
materia de venta ambulante, me remito para un estudio en detalle al 
trabajo de Tomás Cano Campos (2013): “El comercio ambulante”, 
en Manuel Rebollo Puig (Dir.), Derecho de la Regulación. Comer-
cio interior Tomo I: 807-884, Iustel, Madrid. Véase también desde un

que contrasta con la creciente sensibilidad so-
cial en torno a la protección y defensa de los 
animales.

5. � Venta ambulante

La Ley de la Región de Murcia 3/2014, de 2 
de julio, de venta ambulante, muestra tam-
bién el impacto que ha tenido la Directiva Ser-
vicios en el ordenamiento español. En este 
caso, la solución a la que se llega es mixta. Si 
bien se considera que la venta ambulante es 
una actividad que por razones de interés gene-
ral, basadas en el orden público, seguridad, sa-
nidad y salubridad pública, defensa de los dere-
chos de los consumidores y usuarios y de la 
libre competencia, debe requerir un control pre-
vio, es decir, una autorización, contempla que 
con la solicitud se presente una declaración 
responsable, conforme cumple al menos los si-
guientes puntos: a) los requisitos establecidos 
para el ejercicio de la venta ambulante o no se-
dentaria y de las condiciones para la comercia-
lización de los productos que se pretendan ofer-
tar, debiendo especificar de manera expresa y 
precisa tales requisitos, de acuerdo con el artí-
culo 6 de la presente ley y con la correspon-
diente ordenanza municipal; b) que está en po-
sesión de la documentación que así lo acredite 
con carácter previo al otorgamiento de la auto-
rización; y c) que mantendrá su cumplimiento 
durante el plazo de vigencia de la autorización. 
Asimismo, antes del inicio de la actividad, el 
promotor del mercadillo deberá comunicar al 
ayuntamiento la relación de comerciantes que 
van a desarrollar su actividad en el mismo, 
acompañado de una declaración responsable 
de que cumplen con los requisitos para el ejer-
cicio de esta actividad de venta (art. 16.4)3.

   �punto de vista más general, Belén Noguera de la Muela (2014): “La 
apertura de establecimientos comerciales y la venta ambulante en el 
ámbito local catalán en la actualidad”, Revista Vasca de Administra-
ción Pública 99-100: 2157 y ss., Libro Homenaje al Profesor Demetrio 
Loperena Rota.


